Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 15 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“1) Bases de datos de consulta pública. Se establecen normas. Proyecto de ley con exposición de 
motivos del señor Senador Francisco Gallinal. Carpeta N* 978/2012. Distribuido N*1633/2012. 


2) Fondo de Estabilización Energética de Combustibles. (FEEC). Creación. Por resolución del Cuerpo, 
se desglosa un artículo aditivo presentado por señores Senadores del Partido Nacional al proyecto de 
ley por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a celebrar un contrato de préstamo con Ancap para la 
cancelación anticipada de la deuda del ente con PDVSA. 


3) La Cámara Nacional de Comercio y Servicios retira la solicitud de audiencia presentada con el fin de 
intercambiar opiniones sobre el proyecto de ley que regula el sistema de tarjetas de crédito y en su 
lugar presentan una solicitud de audiencia representantes de algunas de las empresas asociadas a la 
misma.” 


-Si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, propongo remitir a Ancap el texto relativo 
al Fondo de Estabilización Energética y de Combustibles que se presentó en la última sesión, cuando 
se aprobó el préstamo para este organismo, a fin de que nos haga llegar su opinión al respecto. 


En el día de hoy vamos a considerar un proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes, relativo a la regulación del sistema de tarjetas de crédito, y para referirse al tema 
tenemos el gusto de recibir a los representantes de la Asociación de Bancarios del Uruguay. La 
delegación está integrada por Pedro Steffano, Fabián Amorena, Roberto Bleda, Alfredo Quintero, Raúl 
Blanco y Pablo Naya, a quienes damos la bienvenida y les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR STEFFANO.- Agradecemos a la Comisión la gentileza de recibirnos. Por nuestra parte, 
hicimos un trámite similar en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, donde 
trasmitimos algunos aspectos vinculados a este proyecto de ley relativo al sistema de las tarjetas de 
crédito. Varios de los compañeros que hoy nos acompañan, como los señores Quintero, Blanco y 
Naya, son especialistas en el tema porque hace muchos años que trabajan en esta área y la conocen 
muyy bien. 


En la Cámara de Representantes presentamos una serie de modificaciones, muchas de las 
cuales fueron tenidas en cuenta, pero entendemos que la forma en que se redactaron algunas de las 
disposiciones no fue la más feliz y por eso ahora solicitamos hacer una ampliación y una nueva 
presentación de nuestras propuestas. Aclaro que son unos pocos capítulos en los que entendemos que 
habría que cambiar la redacción. 


SEÑOR QUINTERO.- Nosotros queremos reafirmar la idea de que consideramos positivo que se 
sancione una ley que regule un aspecto tan importante como el relativo a los medios de pago 
electrónicos y las tarjetas de crédito y de débito. Además, entendemos que esto es muy oportuno, 
puesto que ya hace un tiempo que se está discutiendo una propuesta vinculada a la inclusión 
financiera, con el objetivo de abarcar a toda la población, ofreciendo instrumentos más adecuados que 
permitan realizar transacciones de cualquier índole. Además, nos parece positivo que existan otras 
iniciativas sobre este tema, como un acuerdo que se concretó a principios de año entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y algunos operadores de tarjetas de crédito. Hasta ahora la discusión de este 
proyecto de ley y los ajustes que se le han hecho, de alguna manera están recogiendo ese espíritu y 
ese acuerdo. En definitiva, las iniciativas que estamos tratando -en las que sumamos nuestro punto de 
vista- son concurrentes y creemos que debe ser así. 


Concretamente, refiriéndonos al proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes 
y tomando los comentarios del señor Pedro Steffano respecto a algunos puntos con los cuales no 
discrepamos, pero consideramos que su redacción puede prestarse a más de una interpretación en la 
aplicación práctica de la ley, vamos a señalar nuestro punto de vista, enumerar lo que proponemos y 
dejaremos a los señores Senadores un material donde está puntuado cada aspecto y el contenido 
esencial de nuestra propuesta. 


Si bien esta iniciativa contiene alrededor de dieciséis o diecisiete disposiciones, nosotros 
vamos a focalizarnos en los primeros artículos, concretamente en aquellos que están relacionados con 
la actividad comercial, es decir, la instancia en que el usuario está en el comercio, que es donde nos 
parece que hay más elementos que deben ser considerados. 


En el artículo 5% nos parece que hay que precisar algunos aspectos que tienen que ver con 
los beneficios a los usuarios y el manejo de la cuestión fiscal. ¿Por qué? Porque nos parece que hay 
prácticas que deben ser expresamente consideradas por la ley. Por ejemplo, proponemos que no 
existan montos mínimos en los pagos con tarjetas; creemos que es una diferenciación que perjudica al 
usuario de tarjetas, ya que si quiere consumir en un comercio pero tiene que hacer un pago mínimo 
para operar con tarjeta se lo está condicionando e, incluso, se le está impidiendo la adquisición de un 
artículo con ese medio de pago. Lo mismo sucede con los recargos; es una diferencia que no tiene 
sentido, más aún cuando los costos de operar con tarjeta -conocidos como aranceles- tanto en la ley 
como en situaciones que tienen que ver con el acuerdo que se hizo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, han disminuido sustancialmente. Eso hace que no existan razones ni argumentos para 
hacerlo. Asimismo, el recargo se constituye en un obstáculo, tanto para las tarjetas de crédito como 
para las de débito. 


Otro aspecto que está vinculado a esa diferenciación, que dificulta el uso de la tarjeta y 
eventualmente genera oportunidades -no digo que ello se haga- para que haya evasión fiscal porque 
no se factura o no se consigna en la boleta, es el tema de las promociones de descuentos a los que se 
puede acceder mediante dinero en efectivo, pero no pagando con tarjeta. Si se está promoviendo la 
tarjeta como instrumento de pago, no tiene sentido que la oportunidad de acceder a un descuento en 
un comercio se vea limitada según se efectúe el pago con tarjeta o en efectivo. 


En cuanto al artículo 7%, hay dos aspectos a considerar. El primero tiene que ver con un tema 
de redacción cuando se expresa que en un mismo ramo de actividad no puede haber más de un 2% de 
diferencia entre el comercio que tiene el arancel más alto y el que tiene el más bajo. En términos 
estrictos, entendemos que no se debe hablar de porcentajes sino de puntos porcentuales, lo que evita 
cualquier discusión acerca de si ese 2% se aplica en relación al monto de la compra o al arancel con el 
cual se está comparando, lo que da magnitudes totalmente diferentes. Creemos que esto es 
simplemente una cuestión de redacción, aunque no se trata de un tema menor. 


El otro punto que nos parece importante, vinculado al artículo 7”, tiene que ver con la 
aplicación de los aranceles. En la práctica vemos que existen diferencias según el tipo de tarjeta que 
se utilice o la forma como se realice el pago. Hay varias situaciones distintas: una cosa es un pago al 
contado; otra, un pago con una tarjeta emitida en el Uruguay; otra, un pago en cuotas -que genera un 
cierto financiamiento y una pequeña diferencia en el monto- y, otra, el pago con tarjetas emitidas fuera 
del país. Esta última no siempre es conocida e, incluso, la comentamos en la Comisión de Hacienda 
de la Cámara de Representantes. 


Por nuestra experiencia sabemos que las tarjetas emitidas fuera del país -para todas las 
marcas internacionales- tienen un costo adicional impuesto que es igual en todos los países y se ubica 
aproximadamente en un 3%. Quiere decir que cualquier transacción que se realice con una tarjeta 
emitida fuera del país en un comercio radicado en el Uruguay tiene un costo adicional -un royalty por el 
uso de la marca, el servicio o las razones que fuere- de un 3% que se transfiere al exterior. 


A su vez, hemos traído algunos datos con respecto a que la cantidad de transacciones con 
tarjetas extranjeras es muy importante en el Uruguay. Para que tengan una idea, el año pasado dichas 
transacciones se situaban en el entorno del 8%, lo que representa un volumen de operaciones 
exactamente del 18%. Esto, en gran medida, está vinculado a la actividad turística y es razonable que 
así sea. En el mundo, desde hace muchos años se usa la tarjeta como un instrumento de pago más 


seguro y práctico para viajar. El uso de la tarjeta en el turismo es sustantivo y creemos que los 
números apoyan esta afirmación. 


Desde el punto de vista de la práctica, nos parece que es importante que cuando se 
consideran las diferencias del 2% porcentual -si se hiciera la corrección- en los aranceles, se tenga en 
cuenta si se trata de transacciones con tarjetas locales o extranjeras. 


¿Qué nos preocupa en este caso? Que haciendo tabla rasa en lo que es el arancel sin 
considerar esa acción obligatoria e inevitable -al menos, eso es lo que se ve hasta ahora en cualquier 
país, incluido el Uruguay- de remisión de un 3% al exterior, se desestimularía y dificultaría el uso de 
tarjetas extranjeras en el país. Estamos hablando de un costo agregado que es exclusivo de ese tipo 
de tarjetas. 


He mencionado a los extranjeros que vienen por turismo para no agregar el caso de las 
remesas en especie, realizadas por familiares que compran desde el exterior en comercios uruguayos - 
es el caso de los surtidos en los supermercados- a favor de un residente. Esta operación también 
tendría ese canon adicional porque estamos hablando de una compra efectuada aquí con una tarjeta 
extranjera. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta un aspecto que por ahora es menor, aunque también 
es importante, relacionado con empresas uruguayas  -generalmente, pequeñas- que buscan realizar 
exportaciones -sobre todo de software o de servicios turísticos- a partir de emprendedores que usan la 
tarjeta como medio de pago para vender esos servicios o artículos hacia el exterior. En este caso, 
también se configuraría esta situación porque el adquirente sería extranjero y usaría una tarjeta de no 
residente para pagarle a un comercio como proveedor local. 


Para resumir este tema, proponemos considerar que el manejo de los dos puntos 
porcentuales se haga distinguiendo entre las tarjetas de los no residentes, aquellas con las que se 
realiza un pago contado y aquellas que se utilizan para pagar en cuotas, porque hay una pequeña 
diferencia. Hasta donde sabemos, en los términos del acuerdo que hicieron las tarjetas -no conocemos 
su redacción, pero sí su aplicación, que empezó en marzo, lo que nos consta porque trabajamos en las 
empresas donde se usa este sistema- con el Ministerio de Economía y Finanzas, en los hechos se 
contemplaba este tipo de situaciones. 


En el artículo 8%, cuando se establecen los elementos que el emisor deberá proporcionar al 
proveedor o comercio -y esta es una cuestión que observamos en nuestra práctica y experiencia- 
creemos que se debe incorporar una frase que refiera a normas y procedimientos para la protección de 
los datos sensibles de la tarjeta, aplicables en el comercio y en todo soporte externo que requiera el 
proveedor -o sea, el comercio- para la gestión de sus ventas con tarjeta de débito o crédito. La 
información de la tarjeta es un dato muy sensible porque, mal manejada, puede constituirse en lo que 
nosotros llamamos una operación fraudulenta; es lo que a veces escuchamos como “clonación de 
tarjetas” o “usos indebidos”. Hoy en día es parte del crimen organizado porque es un crimen 
internacional y organizado, y Uruguay no escapa a esta situación. El crecimiento del uso de las 
tarjetas también genera la acumulación de información. Hace un buen tiempo que observamos -a los 
golpes, hay que reconocerlo- que las tarjetas y las marcas a nivel global han ido aprendiendo que el 
activo información de las tarjetas es un muy importante, similar en importancia a lo que vemos en la 
piratería industrial de marcas, de información de fórmulas y demás. Por lo tanto, no es un tema menor 
ya que se refiere a la adecuada información que deben proveer las marcas a los comercios para 
realizar la protección, e incluso para disminuir y minimizar los reclamos que luego vienen como, por 
ejemplo, cuando dicen: “Me copiaron la tarjeta; me la usaron en tal o cual lugar”. 


El artículo 9 es un poco la contraparte de lo que mencioné anteriormente, ya que alude al 
control de la identidad, limitando e impidiendo el almacenamiento de información de las tarjetas. 
Normalmente -aunque muchos comercios no lo saben, más allá de que muchas veces se les informa- 
vemos que hay almacenamiento de información, porque cuando el comercio hace una venta, si tiene 
oportunidad, guarda datos como el número de tarjeta, el vencimiento y el código de seguridad. Esa 
información, que no es propiedad del comercio y que es compartida entre el usuario y su emisor, es 
sensible desde el punto de vista práctico y no tiene aplicación luego que se pide la autorización y se 


genera la liquidación. Estos datos son oro en polvo cuando se trata de la acción de un hacker y 
demás. 


Por lo tanto, siendo coherentes con las normas establecidas en el país sobre datos personales 
privados, creemos que no hay que facilitar el almacenamiento de información. 


Por último, en el artículo 10, que habla del robo, clonación y demás, se plantea el tema de la 
responsabilidad. A nuestro criterio esta redacción no es la más feliz, por lo que proponemos un texto 
del estilo, en el que se contemple el equilibrio entre la responsabilidad de quien hace la transacción, es 
decir, de quien tiene al cliente enfrente o se contacta con él, y la del cliente mismo. Pensamos que el 
texto podría decir: “Asimismo los casos de robo, clonación o fuga de información electrónica, serán 
responsabilidad del emisor siempre que la autorización haya sido debidamente solicitada y otorgada y 
que la transacción fuera realizada por el comercio según las normas y procedimientos previamente 
informados por el emisor al comercio”. Entonces, si las reglas de juego se dieron a conocer y las cosas 
se hicieron como se debe, muy bien, el que armó ese tema tiene una responsabilidad, pero quien lo 
ejecuta y lo opera también debe tenerla. Por lo tanto, pienso que hay que tener en cuenta ese 
equilibrio. No se puede decir como ya ha sucedido: “Sí; yo recibí una tarjeta que tenía la foto de un 
mono”, y sin embargo, la tarjeta siguió circulando. Este es un ejemplo extremo, pero hemos visto casos 
en los que la tarjeta tiene el nombre de una mujer y la utiliza un hombre. En realidad, mirar el nombre 
no cuesta nada; eso está bastante claro e incluso queda impreso en el tique. 


Para terminar, quisiera hacer un simple comentario, porque nos parece que el título del 
proyecto de ley debería mencionar las tarjetas de crédito y también las de débito. Creemos que 
cualquiera de las dos son modalidades de una misma cosa, es decir, una tarjeta, que es un medio de 
pago electrónico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 9? se dice: “El proveedor que deba controlar la identidad del 
usuario, lo hará teniendo en cuenta la diligencia media”. ¿Por qué, lisa y llanamente, no se establece la 
obligación de exigir el documento de identidad? 


SEÑOR BLANCO.- Cuando debemos escribir algo sobre lo que ya han redactado los señores 
Representantes de la Nación tenemos mucho cuidado en incluir algo que sea totalmente diferente, 
sobre todo por un tema de respeto. Lo cierto es que cuando en el proyecto de ley se dice que el 
comercio no se va a hacer cargo si al pasar la tarjeta por un POS se genera una autorización, sabemos 
que a la larga el que termina pagando siempre es el tarjetahabiente. Por ejemplo, le robo la tarjeta a 
usted, señor Presidente, voy a Punta del Este y me compro una bicicleta de US$ 3.000 -que las hay- 
hago un garabato que diga “Francisco Gallinal” y paga usted. A la larga paga usted por no haber 
denunciado en tiempo y forma, ya que hay un determinado tiempo para realizar la denuncia de robo de 
la tarjeta; por lo tanto, todo lo que se gaste antes de que se haga la denuncia lo debe pagar el 
tarjetahabiente, sobre todo en el caso de un extranjero. 


En veintisiete millones de transacciones solamente contracargamos al comercio 80, una cifra 
que no existe. Lo que está diciendo el comercio con esto es que no le importa quién le trae la tarjeta; 
ellos la pasan y si les genera una autorización, quieren cobrar. Por supuesto que quien paga, en 
definitiva, es el tarjetahabiente, y sobre todo el turista, porque estos casos con montos importantes 
suceden, sobre todo, en Punta del Este y zonas balnearias. Por eso pedimos que cuando vaya un 
turista, una persona a comprar con una tarjeta, se le pida un documento y se compruebe la firma en la 
tarjeta -comparándola con la del documento- todo lo cual desmotiva al que robó la 
tarjeta porque tiene que ir con la cédula. Actualmente si nos roban la billetera, tiran los documentos, las 
tarjetas y se llevan el dinero; no queremos que por este proyecto de ley además del dinero se lleven las 
tarjetas. 


De acuerdo con lo que dice el proyecto de ley, el comerciante no tiene que controlar la 
cédula, pero nosotros no querríamos que fuera así e intentamos establecerlo lo más delicadamente 
posible, como para no decir que lo que hicieron está mal. Sin embargo, está mal porque al presentar la 
tarjeta se debería exigir el documento, de forma que el que robó la tarjeta va a tener que ser más 
pícaro todavía como para falsificar, además, una cédula. De esa forma se le pagaría, pero no hay 
muchos contracargos todos los días. 


Reitero que tal como está escrito el proyecto de ley -no nuestra propuesta- si 
automáticamente se genera una autorización, más allá de quién vaya con el plástico -pueden ir con mi 
tarjeta o yo con la de ustedes- el comerciante cobra. El banco la va a contracargar, porque quizá la 
firma no es igual, o le va a buscar la vuelta para no pagar, y finalmente termina pagando el 
tarjetahabiente, el usuario, el turista. 


Esto nos preocupa, sobre todo porque tenemos datos de que a través de las AFAP se están 
entregando unas mil tarjetas por día y se trata de un público que no tiene costumbre de usar este 
medio de pago. Por lo tanto, van a agarrar a ese público que no está acostumbrado a esta modalidad, 
les van a decir “Prestame la tarjeta para ver si pasa” y les van a cobrar cosas que no compraron. 
Nosotros pedimos que a los controles que hay, que incluso están por contrato -si estuvieran en el 
proyecto de ley sería mucho mejor- se incluya el pedir la tarjeta y el documento cuando alguien va a 
comprar. De esta forma ayudarían a que el tarjetahabiente no sea víctima de un fraude. 


SEÑOR RUBIO..- Quisiera solicitar que reiteren el texto que han traído como propuesta del artículo que 
se ha mencionado. 


SEÑOR QUINTERO.- Se propone incorporar al artículo 10 -referido al robo- la siguiente redacción: 
“Asimismo los casos de robo, clonación o fuga de información electrónica, serán responsabilidad del 
emisor siempre que la autorización haya sido debidamente solicitada y otorgada y que la transacción 
fuere realizada por el comercio según las normas y procedimientos previamente informados por el 
emisor al comercio”. Es decir, existe una responsabilidad del emisor, pero nos parece que hay que 
buscar un equilibrio. Por ejemplo, en el caso de una tarjeta falsificada, el comerciante no puede ser 
responsable, principalmente si cumplió con los procedimientos de control; eso es lo que se quiere decir 
con este artículo. Distinto es el caso de tarjetas robadas. Por ejemplo, alguien va a un restaurante y se 
sienta a comer. Atrás de él se sientan dos o tres personas de aspecto similar; el señor cuelga el saco y 
la señora cuelga la cartera, le meten la mano por atrás, le sacan la billetera y le sustraen la tarjeta de 
crédito, vuelven a guardar la billetera, y mientras la persona continúa su almuerzo o cena, ellos se 
levantan y se retiran para hacer la recorrida por casas de electrodomésticos o de computación. Esta es 
una práctica real; no es un invento. Es algo de lo que nos debemos cuidar porque quien se sienta atrás 
es una persona como nosotros, no llama la atención, y lo mismo ocurre con el que va al comercio. 
¿Cuáles son los puntos débiles? Como sustrajo la tarjeta de crédito y salió corriendo antes de que la 
persona pudiera darse cuenta de lo ocurrido e hiciera el bloqueo, entonces sus puntos débiles son que 
no va a poder imitar la firma -porque no tiene tiempo de practicarla- y que no siempre puede robar el 
documento, ya sea porque no está o porque solo puede sacar la tarjeta, que es lo que realmente 
necesita. El problema está en que si el comercio coteja la firma que está en la tarjeta contra la que 
figura en el cupón o le pide el documento -que es lo que debe hacer- se va a encontrar con una 
incongruencia porque no tienen tiempo de falsificar el documento ni es lo que hacen habitualmente. 
Inclusive, si roban el documento, como la firma sigue siendo difícil de imitar, la foto -que no es un 
elemento decisivo, pero que igual importa- tampoco va a ser similar. Entonces, en la práctica vemos 
que los controles son elementos que funcionan como impedimento y, lo que es un aspecto 
fundamental, son disuasivos, como lo que mencionó el señor Blanco. 


Mi actividad especial respecto a las tarjetas de crédito es la seguridad y prevención de 
riesgos. Nosotros observamos -y se lo decimos a los comerciantes en los cursos- que si hay una 
actitud positiva de control, a ese lugar no van. Con las medidas de seguridad que hoy existen, 
imaginen lo que significa ser detenido en una caja porque hay dudas sobre una tarjeta. Sabemos que 
hay comercios que simplemente llaman al guardia de seguridad o a la Policía. Por eso buscan lugares 
de bajo riesgo. Quien comete este tipo de delito va a procurar evitar las situaciones de violencia o 
confrontación. 


Por lo tanto, nos parece adecuado que se haga un control razonable, de calidad media -o 
como se quiera llamar- que todos podamos hacer y que la práctica muestra que es viable. 


SEÑOR TAJAM..- Doy la bienvenida a la delegación de AEBU. 


En el caso de los artículos 9” y 10 relativos a los controles, me inquieta el uso de 
determinados conceptos que parecen ser de uso común; no sé si en algún lugar están debidamente 
identificados o definidos. No sabemos exactamente a qué se refieren cuando en el artículo 9% se 


establece que el proveedor hará los controles teniendo en cuenta la diligencia media -a la que se refirió 
el señor Senador Gallinal- y que solo será responsable en aquellos casos en que la firma del usuario 
resulte visiblemente falsificada. No sé qué se quiere decir cuando se habla de “diligencia media” y qué 
se entiende cuando se expresa “visiblemente falsificada”. 


En el artículo 10 sucede lo propio, porque se dice: “que la autorización haya sido 
debidamente solicitada”. Es decir, se manejan temas que no sé si competen al legislador. Esto muchas 
veces se define bien en la reglamentación; no sé si debe quedar establecido en una ley de esta forma, 
aunque me parece que ustedes se van acercando a definir mejor los conceptos. 


De paso, aprovecho para decir que en el artículo 12 hay otra de estas expresiones que 
pueden motivar distintas formas de verlo, porque hace referencia al momento en que el emisor realiza 
el pago al proveedor “dentro de un plazo razonable”. No sé si ustedes lo analizaron pero, ¿qué quiere 
decir “plazo razonable”? 


Confieso que estas dudas me surgieron al leer el texto y me vuelven a surgir ahora al 
escuchar sus planteos. 


SEÑOR BLEDA.- Con respecto al tema de la seguridad y a la forma de redacción, quiero aclarar que 
en este momento tenemos una dificultad a raíz de la rapidez con que se introduce la tecnología. 


La sugerencia que hacemos, por ejemplo, en el artículo 10, en el sentido de que se diga: 
“que la autorización haya sido debidamente solicitada y otorgada”, etcétera, tiene que ver con una 
parte muy dinámica de lo que será el uso de este tipo de medios de pago, que se deberá ir reglando a 
medida que la tecnología se vaya introduciendo. En ese caso, el emisor es quien debe decir al que 
recibe la tarjeta -al igual que al usuario- cuáles son las medidas que deben tomarse para asegurarse 
de que la persona que la utilice sea efectivamente el dueño. No sé si me explico. Por ejemplo, en un 
futuro puede haber otra forma de identificar que no sea con la cédula; por eso quizá no corresponda 
incluir en la ley que debe presentarla. Es una dificultad que se plantea cuando se regula en las distintas 
áreas, esto es, en la ley, en la reglamentación, o incluso en los procedimientos administrativos, a raíz 
de la rapidez con que cambia todo con la introducción de tecnología. 


Por eso hacemos mucho hincapié en la referencia a cómo se indique, a cómo se establezca, a 
cómo se pacte, que es lo que generalmente figura en los contratos, en los acuerdos, etcétera. 


A propósito de la incorporación de tecnología -si bien no tiene mucha relación con lo que 
estamos hablando ahora pero sí con el artículo 5%, que hablaba de que no hubiera mínimos- quiero 
señalar que, en algún momento, el tema de los mínimos hacía a un tema de costos. Actualmente, si lo 
hay, es muy residual, ya sea por volumen o por el abaratamiento que ha significado la introducción de 
tecnología en estos medios de pago; en determinado momento el tema del mínimo estaba vinculado 
con los costos, pero hoy no nos parece un argumento a utilizar. 


Quería hacer hincapié en eso porque en otras partes ya hay otras modalidades que no 
consideran a la tarjeta un plástico sino otra cosa, y los soportes tecnológicos van variando mucho. En 
definitiva, importa que la responsabilidad de que la tarjeta sea el medio de pago utilizado por su dueño, 
no quede librada como lo está hoy. 


SEÑOR QUINTERO.- Simplemente haré una aclaración asociada a lo que decía el señor Bleda y a 
nuestra precaución que se debe tener en la redacción. 


Si hablamos de este tema dentro de seis o siete años, probablemente nos encontremos con 
que las tarjetas, los plásticos, tienen un chip -como sucede con la mayoría de las expedidas en Brasil; 
pongo ese ejemplo cercano y a gran escala- y para hacer la transacción pidan un pin, es decir, una 
clave privada como la que se usa en un cajero. La discusión sobre identificación y autenticación podría 
ser menos trascendente porque el propio instrumento tendría nuevos elementos fruto de una evolución. 
Por esa razón proponemos ese mecanismo. 


Es más, si hablamos de tarjetas y no de plásticos, sino de transacciones remotas, veremos 
que hay una serie de mecanismos, algunos propiciados por las tarjetas, como los de autenticación para 
compras por Internet, y otros que mucho tienen que ver con lo que ya se está haciendo en el país, que 
es el uso de la factura electrónica -mecanismo que se está desarrollando y, por lo poco que sabemos, 
creo que es un trabajo muy interesante- para lo que se utilizan mecanismos de autenticación que nada 
impiden que en el futuro -y no inventamos nada- se puedan usar para autenticar transacciones 
remotas, de la misma forma que se pretende autenticar una factura electrónica. Es un proyecto en el 
que están embarcadas distintas instituciones de este país. 


Por supuesto, pensamos que debemos tener cierta cautela. En lo que refiere al tema 
autenticación o seguridad y validación, debemos generar el marco -pero buscando compensaciones- 
con una ley lo suficientemente general como para dar paso a elementos que ya están en proceso, sea 
por las tarjetas, el Estado o por quien sea, pero a la larga serán de uso general y corriente. 


SEÑOR BLANCO.- El artículo 12 dice que el emisor realizará el pago al proveedor, luego de 
presentadas las liquidaciones respectivas, dentro de un plazo razonable en relación a las condiciones 
que hayan sido pactadas. Sobre este tema no profundizamos, porque esto se basa en un acuerdo 
estipulado en los contratos. Todos sabemos que las ventas a crédito se pagan a los 45 días y tienen 
cuatro cierres al mes. La mayoría de las tarjetas funcionan de esa forma, salvo en el interior, donde 
alguna empresa chica se maneja con una persona que lleva una valijita, le entrega la plata y le toma el 
cupón al minuto que hace la venta, porque lo llaman para la autorización. A excepción de estas, las 
demás cierran los 3, 11, 18 y 26 de cada mes, y se emite un cheque por el total después de 45 días de 
hecha la venta -por supuesto, menos el arancel, el IVA y la retención que hacemos para la DGI- 
mientras que las de débito la cobran a las 48 horas. Lo mismo sucede con las ventas de combustible: 
se cobran a las 48 horas. 


Nosotros no lo leímos, pero creemos que acá se tuvo miedo de que esos plazos de pago se 
pudieran llegar a estirar porque, al tener una baja de arancel, la financiera decidiera extender el plazo 
de pago, y en lugar de pagar a los cuarenta y cinco días lo hiciera a los seis meses, para no perder 
plata. Creo que este artículo podría estar enfocado a esto. Nosotros no lo tocamos, porque cuando se 
hace un contrato con un comercio que comienza a vender con tarjeta, se especifica cuál es el 
procedimiento de cobro, es decir, a 45 días, y las de débito a los tres. Pensamos que cuando en la 
disposición se habla de “razonable”, es para que las financieras, al tener un menor ingreso por la baja 
de arancel, no disparen el pago más hacia adelante. 


SEÑOR BLEDA.- Creemos que el plazo razonable cada vez va a ser más corto, por los mismos 
motivos que anunciamos al principio. Hoy es razonable 45 días, pero tal vez dentro de tres o cuatro 
años sea un plazo escandalosamente largo y lo razonable sea cinco u ocho días. Bueno es señalar 
que se están instalando otras modalidades en las que incluso ya no se utilice el cheque, sino que va a 
ser todo compensado. El tema de la razonabilidad siempre tiene que ver con la práctica del momento, 
con la vida real. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estuve leyendo en general el proyecto de ley -reconozco que 
no he profundizado mayormente- y me da la impresión de que está inclinado hacia el proveedor y la 
protección del sistema, pero descuida al consumidor, que es a quien debemos proteger. 


SEÑOR BLANCO.- Me parece que sí, señor Presidente. Por esa razón nos atrevimos a escribir sobre 
esa parte de los mínimos, que es una forma de proteger al tarjetahabiente de los recargos, e incluso de 
que el comercio pueda considerar que si se paga al contado es solo en efectivo. Aclaro que cambiamos 
la expresión por “contado en un pago”, porque contado puede confundirse con efectivo. Suele suceder 
que el comerciante no haga descuento si le pagan con tarjeta, pero ofrezca hasta un 20% o un 30% de 
descuento si le pagan en efectivo. Esto es algo que no queda claro porque si un arancel ronda el 4,5%, 
¿cómo puede hacer un descuento de un 30% si se paga cash? Podemos hacer dos lecturas a este 
respecto. Una es que el comerciante no facture esa venta, lo que -con todo respeto lo decimos- es muy 
posible que suceda porque el arancel es menor y tiene una venta segura. La otra es que el 
comerciante le diga a esa persona que vaya al cajero y retire plata con su tarjeta de crédito, que tiene 
un costo para el tarjetahabiente y una ganancia para el banco, pero que es menor que el descuento 
que él le va a hacer. 


El comerciante es el que manda en su local y nos parece bien que un día decida bajar un 
10% -como se hace con el descuento del IVA- en todas sus ventas. Lo que nosotros decimos, para 
proteger al usuario de la tarjeta, es que si el cliente paga con tarjeta se le debe hacer el mismo 
descuento del 10% que se le haría si pagara contado. Por supuesto que está el tema del arancel y de 
la ganancia, que va a ser menor, pero nosotros tratamos de proteger al usuario de la tarjeta, sobre 
todo a aquel que no tiene práctica en el movimiento de la tarjeta. Estoy pensando en gurises que 
cuando le dicen que le rebajan un 10% si pagan contado, caminan varias cuadras para llegar a un 
cajero -con lo que ello implica en términos de robos, etcétera- y vuelven a pagar. Incluso, muchas 
veces no les dan una factura lo que genera un problema a la hora de hacer un reclamo. Si se les 
hubiera hecho ese mismo descuento con la tarjeta se evitaban todo estos problemas. 


Cuando estudiamos el proyecto que ingresó a la Cámara de Representantes notamos que 
estaba pensado pura y exclusivamente para el comerciante. Después, con los acuerdos que hubo 
entre las financieras y el Ministerio de Economía y Finanzas, la situación cambió porque los aranceles 
no son tan bajos -están en un 4,5% y un 4,9% -para las extranjeras y las ventas en cuotas. En cierta 
forma, quedaron bastante cubiertas las financieras, pero insisto: en ninguna parte vimos que se 
protegiera al usuario, ni siquiera en lo que tiene que ver con los robos. Hacemos mucho hincapié en 
este punto porque si te roban la tarjeta, igual el comerciante cobra y la financiera cobra. En cambio, el 
usuario tiene que pagar y, si decide no hacerlo, va al Clearing y queda fuera del sistema porque se 
queda sin el plástico. 


No decimos que las cosas se tienen que hacer como las pensamos nosotros, porque sería 
un atrevimiento. Cuando concurrimos a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes nos 
expresaron que nos quedáramos tranquilos porque las tarjetas extranjeras están por fuera y se va a 
pedir la cédula, pero como no estaba escrito tratamos de incluirlo en el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este sentido observo una coincidencia. Personalmente, también tengo la 
preocupación de que si se aprietan mucho las clavijas en cuanto a las comisiones, a los porcentajes - 
tema sobre el que ya existe un acuerdo que nos brindó el Ministro de Economía y Finanzas- haya una 
futura restricción en los muy importantes beneficios que tiene hoy el usuario en cuanto a las cuotas sin 
recargo, que es bastante atípico porque se otorgan 3, 6 y hasta 12 cuotas, reitero, sin recargo. 


SEÑOR COURIEL.- No pude avanzar lo suficiente en este proyecto de ley, por lo que voy a realizar 
una pregunta concreta. Muchas veces vemos elementos abusivos en las tarjetas de crédito 
relacionados con las tasas de interés que tienen y las tasas de interés por mora. Desde este punto de 
vista, no observo en esta iniciativa una regulación en lo que tiene que ver con ese abuso, por lo que me 
gustaría conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR QUINTERO.- Lo primero que quiero señalar es que comparto la preocupación que plantea el 
señor Senador. Nosotros no impulsamos esta normativa; simplemente nos encontramos con ella y 
asumimos que solo regula algunos aspectos. Obviamente, no somos Legisladores, pero aprovecho 
esta oportunidad para señalar que en nuestra opinión, la inclusión financiera y la regulación de abusos 
-como el de los costos abusivos- requieren otro tipo de normas. Por eso en este caso solamente nos 
remitimos a opinar sobre los puntos que considera este proyecto de ley. 


Básicamente, los primeros capítulos del proyecto de ley refieren a la parte que más nos 
importa -ello fue motivo de nuestra preocupación- es decir, a la relación con los comercios, mientras 
que el resto de las disposiciones -que, en general, consideramos correctas- regulan la relación de los 
usuarios con los emisores. 


Con respecto a todos los demás aspectos, como ser seguros que se cobran y 
responsabilidades de los adicionales, pensamos que no corresponden a lo que es el uso de las tarjetas 
de crédito, sino a algo más tradicional, como es la emisión y la generación de un crédito. Si bien este 
punto no es abordado por la iniciativa, no creemos que esté mal en general ni que sea lo más 
importante; ella refiere a la relación con los comercios y nos parece fundamental que esos puntos sean 
considerados. 


Por otro lado, aprovechamos la oportunidad para decir que de existir un proyecto, una idea o 
una estrategia en materia de inclusión financiera, no puede perderse de vista otra serie de aspectos 


vinculados a la relación con el usuario, a la utilización de la tarjeta como instrumento, a la educación - 
aquí hay un tema de práctica y de cultura- y a las oportunidades que ofrecen los medios de pago 
electrónicos, como el caso de autenticación al que se aludió anteriormente, detrás de todo lo cual hay 
una gran potencialidad. Estrictamente, el proyecto de ley presupone que las transacciones se hacen 
con un plástico a la vista, lo cual ocurre cada vez menos. De todas maneras, nosotros procuramos no 
incursionar en ese tema; simplemente, tratamos de sugerir aspectos que permitan que ese ámbito sea 
contemplado en el futuro. 


Creemos que la inquietud planteada por el señor Senador es válida y, más allá de que en 
general consideramos que lo que consagra el proyecto de ley está bien, opinamos que hay otros 
aspectos vinculados con la inclusión financiera que deberían ser contemplados en el futuro. Como 
sindicato, y desde nuestra experiencia, nos ofrecemos a colaborar en todo aquello que se nos requiera. 


SEÑOR BLEDA.- Tal como lo señaló el señor Quintero, nos preocupa mucho el tema de las prácticas 
abusivas, pero lo que sucede es que ellas no se dan solamente en el ámbito de las tarjetas. Hay una 
serie de prácticas que siempre están en el límite con la usura y con la determinación de si el cálculo 
debe hacerse desde el día de la compra o de la fecha de pago. De manera que existe una cantidad de 
aspectos en torno a este tema que compartimos, pues hacen a las cosas que legítima y 
razonablemente el usuario reclama ante los mostradores. Por ejemplo, nos preguntan: “¿Cómo es 
esto? Me atrasé tres días y me cobraron veinte días de atraso”, o “Si sumo lo que me cobraron por 
concepto de intereses, etcétera” -teniendo en cuenta la comisión, el envío, el correo- “llegué a la tasa 
de usura”. 


Consideramos que este es un paso previo a lo que será la ley de inclusión financiera, que 
seguramente reglamentará mejor y generalizará todos estos aspectos. Creemos que cuando llegue el 
momento de universalizar la práctica de los medios de pago, es decir, la bancarización, el legislador 
tendrá una nueva oportunidad para revisar los temas que hacen a la defensa del usuario y que, como 
bien se señaló aquí por parte del señor Presidente de la Asociación, no fueron tenidos en cuenta en 
esta iniciativa que nos acercaron. Lo que advertimos es una cierta defensa del usuario a partir de las 
prácticas administrativas que conocemos, porque nosotros sabemos de qué se queja. 


Esta es la lectura que hacemos de la propuesta y a ella agregamos el aporte crítico que nos 
permitimos sugerir en torno a la elaboración de una ley de bancarización o de inclusión financiera que 
estamos deseosos de que se promulgue. 


SEÑOR NAYA.- Estoy de acuerdo con lo que han expresado mis compañeros. Asimismo, quiero 
mencionar que nosotros trabajamos sobre el proyecto que recibimos e intentamos limar los aspectos 
que nos parecían más peligrosos por sus consecuencias directas en la aplicación o porque podían 
derivar en una cadena de juicios como resultado de una doble interpretación. Por tanto, hay una serie 
de temas que no mencionamos, porque si bien coincidimos con la intención de regular el mercado de 
las tarjetas de crédito, partimos de la base de que esta no puede ser la única iniciativa que se presente, 
puesto que hay aspectos que no se tocan. 


En oportunidad de llevarse adelante la discusión en la Cámara de Representantes, se nos 
pidió que presentáramos una redacción alternativa y, por nuestra parte, en el artículo 2% planteamos 
definir claramente los actores y discriminar los emisores de los adquirentes. ¿Por qué hicimos esto? 
Porque se trata de dos sectores diferentes y en esta cadena, desde la emisión hasta la compra con 
tarjeta, el actor más poderoso es el emisor, quien no va a querer perder. Entonces, en la medida en 
que se haga una regulación, este actor intentará mantener su ganancia y ello podría llevar a que en 
lugar de obtener la ganancia en la tarjeta eso se traslade a otro lado. Lo más lógico es que cuando se 
pierde en la comisión de la tarjeta, eso se transfiera a los intereses. Además, las tarjetas de débito no 
quedan excluidas de esta categoría porque en la actualidad, cada vez más, estas tarjetas funcionan 
como tarjetas de crédito en la medida en que los bancos permiten un sobregiro. 


Todos estos aspectos deberían ser reglamentados y, como dijeron mis compañeros 
anteriormente, nosotros estamos a sus órdenes para darles una mano puesto que tenemos cierto 
conocimiento del tema, luego de varias décadas de trabajo en esta área. 


Entendemos que quedan cosas por definir y una de ellas tiene que ver con las tasas que se 
cobran por el uso de la tarjeta de débito. Si la intención del Estado es transitar hacia un sistema de 
bancarización, creemos que no se puede cobrar al usuario una tasa cada vez que usa la tarjeta para 
una compra o para extraer dinero. Tampoco es aceptable que eso mismo se haga con las tarjetas que 
se utilizan para pagar los sueldos. En nuestra opinión, todas estas cosas se deberían reglamentar de 
alguna forma, ya sea por ley o por decreto, puesto que constituyen una serie de aspectos que protegen 
al usuario y que el proyecto de ley no menciona. 


Por nuestra parte, reiteramos que trabajamos sobre el material que recibimos y entendimos 
que no nos correspondía legislar, pero sí hacer los aportes que nos parecieran oportunos. 


SEÑOR STEFFANO.- Quiero destacar que cuando hablamos de las tasas de interés que se cobran 
hay que tener presente que, en general, están reguladas por el Banco Central. En la actualidad existen 
normas del Banco Central que fijan las tasas de interés, los máximos y mínimos, estableciendo 
parámetros dentro de los cuales se deben mover. 


SEÑOR TAJAM.- Sabemos que existe un acuerdo entre autoridades del Gobierno y el sistema en 
relación a los aranceles. Me gustaría que quienes nos visitan mencionaran en pocas palabras cuáles 
son las similitudes y diferencias entre este proyecto de ley y ese acuerdo vigente. Además, creo que en 
él se fija un tope del arancel que no está planteado en esta iniciativa. 


SEÑOR BLANCO.- Tenemos entendido que en ese acuerdo se negoció un arancel máximo de 4,5 
para las transacciones hechas con tarjeta de crédito. Como bien dice el señor Senador Tajam, el 
proyecto de ley no habla de un máximo y, en lo personal, si tuviera una financiera y se aprobara este 
texto, establecería que mi arancel mínimo fuera del 7; de esta forma, como tengo una dispersión de 
dos puntos, llego al comercio chico -que es el que menos se puede proteger- con hasta un 9 de 
arancel. Si se va a tomar en cuenta el acuerdo que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas con las 
financieras, me parece que sería conveniente que en el proyecto de ley también se estableciera que el 
máximo es 4,5% y 4,9% para la venta con tarjetas extranjeras. 


Otro tema que no es menor y que resulta bueno para el comercio -lo que a la larga beneficia al 
usuario, porque si el comercio tiene menos costo puede trasladarlo a la tarjeta- es que en la medida en 
que el mercado crezca -se van a emitir muchos plásticos pues la inclusión económica llevará a que se 
use más la tarjeta- los aranceles tenderán a bajar. En esta iniciativa no se habla de un máximo -quizás 
fijar máximos en una ley resulte difícil, aunque sí está en el acuerdo que se hizo con el Ministerio de 
Economía y Finanzas- y tampoco se establece que si hay un crecimiento del mercado los aranceles 
tiendan a bajar, porque a la larga ello va a repercutir en el usuario. Si un comerciante tiene un costo 
menor puede llegar a bajar los productos para que la tarjeta pague menos. Reitero que esto tampoco 
figura en el proyecto de ley y creo que sería bueno establecer el tope máximo y que cuando exista 
crecimiento del mercado los aranceles puedan bajar. Un comerciante puede llevar todas sus 
transacciones al 9% y nadie puede decir que no, pero no puede tener una en 5% si tiene otra en 9% - 
por los dos puntos- pero las puede llevar al 7%. 


SEÑOR QUINTERO.- Quiero aclarar que ese acuerdo no lo vimos textualmente; tiene que estar en 
poder de los actores por lo que deberían pedírselo a ellos, a las financieras o al Ministerio de Economía 
y Finanzas. Sin embargo, comprobamos que a partir del mes de marzo las principales tarjetas 
cumplieron ese acuerdo en la medida en que hoy absolutamente ningún comercio cobra un arancel 
mayor al 4,5 % en tarjetas uruguayas, emitidas acá, en un solo pago, ni más de un 4,9% en 
transacciones con tarjetas emitidas acá en cuotas o con tarjetas extranjeras. Damos fe de que esto se 
cumple y que es una realidad. 


El otro elemento que no se mencionó y que creemos forma parte de ese acuerdo es la rebaja 
del costo de los terminales electrónicos, los famosos POS, que bajaron a la mitad de precio. Un POS 
común cuesta doscientos cincuenta y el inalámbrico es un poco más caro porque requiere de una 
tecnología más sofisticada. Ese acuerdo también incluiría -lo exigió públicamente el Ministerio de 
Economía y Finanzas- la existencia de una sola red de comunicaciones, es decir, no más de una red 
POS. Actualmente hay dos redes, la primera la montaron las tarjetas internacionales y la otra las 
tarjetas más chicas, como ltalcred o Anda. Esto lo constatamos en algunos comercios donde podemos 
ver dos terminales electrónicas, lo que no tiene sentido en tanto la parte de seguridad está bien 


encauzada y la interconexión de redes es válida; si por una red se hace transitar una tarjeta de un 
emisor determinado, se deben cumplir las normas de seguridad y de protección de datos de esa 
tarjeta. Quiere decir que aunque haya diferencia de protección y de tecnología, la interconexión 
siempre se puede hacer. Esto es razonable y correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información que nos brindaron. Quiero aclarar que el material 
que dejaron a la Comisión lo vamos a incorporar a la versión taquigráfica y, además, no descartamos la 
posibilidad de volver a consultarlos. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Bancarios del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al segundo punto del Orden del Día, relativo al proyecto de ley 
de sociedades comerciales, quiero informar que el señor Senador Tajam planteó su postergación para 
una próxima sesión. 


También les quiero adelantar que es probable que esta Comisión realice su última sesión, 
antes de encarar la Rendición de Cuentas, el próximo jueves. En todo caso, coordinaremos con los 
partidos si es necesario concretar alguna reunión durante ese período; estaremos, pues, a lo que 
soliciten los integrantes de la Comisión, pero aclaro que solo procederemos a pedido de parte. 


Informe y Sugerencias AEBU 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


